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    Prólogo




    Cuando me encargaron escribir esta obra, lo primero que pensé fue por donde se podía encarar una obra sobre los aspectos jurídicos que la pandemia de la extensión del COVID-19 estaba provocando en la sociedad española, pero, en concreto, sobre la repercusión que la misma iba a tener sobre los contratos de arrendamientos urbanos. La obra se me aventuraba escabrosa por su dificultad, pues se anunciaban muchísimas medidas, pero daba la impresión de que las mismas las encontraríamos dispersas en diversas disposiciones de diferente rango normativo.




    Al final el Gobierno/Legislador puso en marcha su mecanismo de fabricación de normas y aquello pareció, en un principio, un desbarajuste en el que uno no sabía qué norma atender o en qué resolución se establecerían las ayudas de fomento a los arrendamientos. Por fin, el 31 de marzo, publicada el 1 siguiente, salía a la luz el Real Decreto-ley 11/2020 que venía a establecer vías de fomento de los arrendamientos urbanos. Se establecían mecanismos para paliar las situaciones de vulnerabilidad de los arrendatarios, en esta primera entrega se seguía con el criterio ya fijado en la Ley de Arrendamientos Urbanos, según el cual se diferenciaban los propios arrendamientos entre arrendamientos para uso habitual de vivienda y arrendamientos para otros usos distintos del de vivienda. Pero, sobre todo, se institucionalizaba un criterio nuevo que ya fue recogido en el acuerdo de Gobierno entre el PSOE y UP, me refiero a la idea de grandes tenedores, definiéndose como tales aquellas personas físicas o jurídicas que poseyeran más de diez edificaciones o más de 1.500 metros edificados alquilados, sin que dentro de estas previsiones pudieran incluirse plazas de aparcamiento ni trasteros. De esta forma, se diferenciaban las ayudas, dependiendo del arrendador, más que del arrendatario, aunque a estos se les exigiera que en ellos concurriera la circunstancia de encontrarse en una situación de vulnerabilidad, provocada como consecuencia de la expansión de la pandemia.




    Por su parte, en el caso de los pequeños arrendadores, el Real Decreto-ley trataba de encontrar el equilibrio entre los derechos que se derivan de un sistema de economía de mercado y el derecho a una vivienda digna, reconocido como uno de los principios rectores de la política de nuestro país. Precisamente por buscar ese equilibrio, la norma citada no se ocupaba de las edificaciones dedicadas a otros usos distintos del de vivienda, los que tradicionalmente se denominaban en la Ley de Arrendamientos Urbanos como locales de negocio.




    Casi nada más ratificarse el anterior Real Decreto-ley por el Congreso de los Diputados, se levantaron las primeras voces reclamando algo similar en exclusiva para los locales de negocio que complementase al anterior.




    Con celeridad encomiable, el BOE del día 22 de abril de este año publicaba el Real Decreto-ley 15/2020, fechado el día anterior y que, aparentemente, venía a cubrir la laguna denunciada. Sin embargo, esa aparente intención quedó un poco en agua de borrajas, pues más que una medida de fomento al alquiler, se limitó a incorporar algunos aspectos de financiación más que de ayudas, pues las ayudas propiamente dichas se dejaban para la regulación de otros aspectos sociales que tenían más que ver con la propia actividad del arrendatario que con el alquiler en sí.




    La prueba evidente de esta diferencia vino a corroborarse por la publicación de la Orden TMA/336/2020, de 9 de abril, publicada el 11 siguiente del mismo mes, que tenía como finalidad, de acuerdo con la intención confesada por la propia disposición, desarrollar los arts. 10, 11 y 12 del primero de los Reales Decretos-ley, pero sin que en la misma se abordase para nada las posibles ayudas o medidas de fomento al alquiler de locales de negocio.




    Con este panorama normativo, he afrontado el desarrollo del estudio de estas tres normas con el fin de ahondar, en la medida de lo posible, en el estudio de las mismas y colaborar en el estudio y aplicación de las mismas. Para ello, hemos desarrollado una obra que consta de tres apartados, uno por cada una de las normas antes citadas, donde cualquier usuario de los arrendamientos podrá acudir en busca de la solución al problema que le pudiera haber surgido como consecuencia de la extensión de la pandemia del COVID-19.




    En esta obra se aborda fundamentalmente la problemática que se suscita sobre los arrendamientos tanto de vivienda como de locales de negocio desde la óptica de los arrendamientos, dando solución a todos los problemas que se van a suscitar, por lo tanto, creo no equivocarme si afirmo que hemos conseguido una obre eminentemente práctica, pensada en los arrendatarios que se hubieran visto sorprendidos por una situación económica que tiene un origen sanitario, pero que va a repercutir directamente en su relación habitacional con el arrendador.




    Se culmina la obra con una referencia a las ayudas y financiación a la que los arrendatarios pueden acudir, siempre en el supuesto de que estuvieran pasando por una situación de vulnerabilidad económica y social, como consecuencia de la expansión del COVID-19, los plazos que hay para acudir a ellas y la extensión de las mismas. En definitiva, creo que hemos dado respuesta a los interrogantes que se nos suscitaban en el momento de recibir la promulgación del Decreto que declaraba el Estado de Alarma, que acordaba el confinamiento, prácticamente total, y que no sabíamos qué iba a ser de nuestra vivienda habitual, ni de nuestro local de negocio.




    Madrid, mayo de 2020.




    El autor


  




  

    Parte I




    El Real Decreto-Ley 11/2020 Ayudas al fomento del arrendamiento de viviendas




    Introducción




    Comenzábamos el mes de febrero de 2020 con noticias alarmantes que llegaban de una región de China, desconocida hasta entonces por la mayoría de los españoles, Wuhan. El Gobierno central había acordado blindar toda la región con más de sesenta millones de habitantes, de forma que al perímetro de la misma no pudiera entrar nadie, fuera el que fuese su origen, al mismo tiempo se prohibía la salida de los habitantes de este territorio y se cancelaban todos los vuelos con salida o llegada a los distintos aeropuertos del mismo. Se producía así un confinamiento de una región donde había aparecido una enfermedad desconocida hasta entonces y con un origen también desconocido.




    Hasta aquí y sin demasiados detalles del desarrollo inicial de esta infección, fuimos recibiendo unas noticias que nos quedaban y nos sonaban a algo muy lejano. Inicialmente, pensamos en el fiasco que había supuesto otras infecciones que también se anunciaban graves, pero que quedaron en nada (vacas locas, gripe aviar, etc.) y seguimos nuestro ritmo de vida hasta que, a finales de febrero tuvimos el primer caso de infectado, se trataba de una persona extranjera que había estado en algún país oriental y que había llegado a terminar sus vacaciones a la isla del Hierro con fiebre alta. Aquello supuso que, por primera vez pensásemos que la infección también nos podía a afectar a nosotros y que, por uno u otro motivo, pudiéramos vernos inmersos en la pandemia.




    A partir del mes de marzo las alarmas se dispararon y el Gobierno empezó a movilizar a la población en previsión de lo que después vendría: el confinamiento más severo de todos los países de nuestro entorno. Para ello se eligió la figura jurídica del Estado de Alarma, de forma que, a grandes rasgos, el Gobierno Central asumía una recentralización de competencias, para dirigir de forma uniforme todas las medidas a adoptar en relación con el confinamiento. Aparentemente pareciera que se iniciaba un encierro con consecuencias eminentemente sanitarias. Sin embargo, ya desde la propia promulgación del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, que fue el instrumento utilizado para la declaración del estado de alarma, se comenzó a ver que las medidas que se irían tomando iban a ir más allá de lo meramente sanitario, que, con ser importante dada la magnitud que después se ha ido apreciando, lo principal iba a adentrarse en los campos jurídico y social, con la trascendencia que, como hemos podido ver durante el tiempo que está durando el estado legal de alarma, está teniendo y tendrá, con unos efectos económicos y jurídicos difícilmente imaginables al principio de la declaración gubernamental y que nunca pudimos esperar cuando se declaró el estado jurídico de alarma.




    Desde un punto de vista jurídico, el Real Decreto 463/2020 empieza por desplegar efectos en dos campos principales el normativo-laboral y el procesal. Desde este último punto de vista, el mencionado precepto comienza por dejar sentado, según ya lo había hecho tanto la jurisprudencia del Tribunal Supremo como la del Tribunal Constitucional (por todas, STC 83/2016, de 28 de abril, que confirmó el auto de inadmisión del TS por falta de jurisdicción en el caso de la impugnación del RD 1673/2010, de 4 de diciembre, que declaró el primer estado de alarma en España) que la competencia para conocer de los recursos que se planteen contra las órdenes ministeriales, dictadas como consecuencia del mencionado Real Decreto, se entenderán como de naturaleza delegada y no propia del Ministro del que directamente emanen, de forma que, todos esos recursos, deberán ser conocidos por el Tribunal Supremo, de la misma manera que tanto el Real Decreto 463/2020, como las posteriores de 28 de marzo y 11 de abril, así como las que previsiblemente se produzcan a partir del momento que se aborda la redacción de esta obra, que amplían la inicial declaración de estado de alarma, al haber sido ratificados por el Congreso de los Diputados, salen del ámbito de conocimiento de la jurisdicción ordinaria, para adentrarse en el terreno de la jurisdicción constitucional y reclamar su conocimiento para el Tribunal Constitucional.




    En esa misma línea, al calor de estos Reales Decretos se han dictado diferentes resoluciones de distinta naturaleza que han venido a matizar, mitigar o modificar incluso alguno de los preceptos recogidos en la Ley 24/1994, de Arrendamientos Urbanos en particular y de todo tipo de arrendamientos en general.




    A abordar el estudio de esta nueva regulación y la repercusión práctica que sobre la Ley de Arrendamientos Urbanos van a tener o están teniendo ya las disposiciones dictadas al calor del Decreto 463/2020.




    Con este panorama, hemos asumido la redacción y puesta en el mercado editorial de una obra que, desde un punto de vista eminentemente práctico, aborde la problemática que en el futuro inmediato producirán estas nuevas regulaciones. Para ello, abordaremos únicamente aquellos preceptos que, tras las diferentes reformas y contrarreformas, han quedado en vigor, con una aplicación inmediata de varios meses, posteriores al levantamiento de la declaración jurídica del Estado de Alarma, con una visión jurídica de los preceptos, la vía judicial que se abre para los diferentes supuestos y las posibles soluciones a las mismas.




    Comenzaremos este estudio por el punto de partida de la declaración del estado de alarma, en este sentido, el sustento del Real Decreto 463/2020, parte del hecho objetivo de que la Organización Mundial de la Salud declaró el 11 de marzo de este mismo año hubiera declarado pandemia internacional, ocasionada por el COVID-19. Al hilo de esta declaración de pandemia por parte del organismo internacional, el Gobierno acude a la Ley 4/1981, de 1 de junio, sobre los estados de alarma, emergencia y sitio, para que, en el ejercicio de las competencias que le confiere lo dispuesto en el artículo 116.2 de la Constitución Española, declarar el estado de alarma en todo el territorio nacional por haberse producido una crisis sanitaria que supone una alteración grave de la normalidad.




    Esta declaración del Estado de Alarma recoge en su articulado el cese inmediato de toda la “actividad comercial equipamientos culturales, establecimientos y actividades recreativos, actividades de hostelería y restauración, y otras adicionales”, según la expresión recogida en título del artículo 10 del mencionado RD, del que se derivaran consecuencias de carácter social, como veremos, que afectarán directamente sobre los arrendamientos y las propiedades de pisos en régimen de propiedad horizontal.




    La primera consecuencia de carácter procesal, derivada del RD 463/2020, es la modificación de la competencia objetiva para conocer de los recursos que pudieran plantearse contra las sucesivas órdenes ministeriales que pudieran dictarse al albur del mencionado Real Decreto, de manera que, al considerarse a los Ministros designados responsables, como “autoridades competentes delegadas” del Consejo de Ministros, la competencia objetiva para conocer de los posibles recursos, ya no le corresponderá a la Audiencia Nacional, como correspondería en condiciones normales, según se recoge en el art. 11 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, sino que se transfiere al Tribunal Supremo, al considerar que la resolución emana directamente del Gobierno en pleno.




    La segunda consideración para este apartado inicial es lo acordado en el art. 10.1 del citado RD 463/2020, según lo cual “Se suspende la apertura al público de los locales y establecimientos minoristas”, lo que, sin duda va a tener una repercusión directa en los arrendamientos para otros usos distintos del de vivienda, regulados en el art. 3 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de arrendamientos urbanos, pues a los arrendamientos de este tipo de locales irán destinadas después algunas de las medidas adoptadas en las posteriores resoluciones, que analizaremos en los apartados posteriores.




    Siguiendo con el análisis del RD 463/2020, otra de las cuestiones que deberán tenerse en cuenta es la suspensión de términos y plazos procesales, que incidirán directamente sobre los procedimientos judiciales que pudieran suscitarse durante el período que dure el estado de alarma, al tiempo que producirá efectos de manera general en los que se promuevan con posterioridad al levantamiento del mencionado estado de alarma. En este sentido en la Disposición Adicional Segunda se establece que “se suspenden términos y se suspenden e interrumpen los plazos previstos en las leyes procesales para todos los órdenes jurisdiccionales”. De esta forma, durante el período de tiempo que dure el estado de alarma los procedimientos que en materia de arrendamientos urbanos o que traigan causa en la ley de propiedad horizontal quedarán en suspenso o no podrán iniciarse.




    En la Disposición Adicional Tercera. 2, se regula la suspensión de los plazos administrativos, lo cual podrá tener también un reflejo en las relaciones arrendaticias, sobre todo, pues cualquier concesión administrativa o licencia de que pueda depender un arrendamiento de un “local de negocios”, también quedan en suspenso, de conformidad con lo establecido en la citada Disposición Adicional, donde se fija que “la suspensión de términos y la interrupción de plazos se aplicará a todo el sector público definido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas”.




    1. Normativa a tener en cuenta.




    Hemos dejado anunciado que el punto de partida para el desarrollo de esta obra lo constituye el Real Decreto 463/2020 que fue ratificado en varias ocasiones por el Congreso de los Diputados, según uno de los requisitos autoimpuestos por el Gobierno a la hora de declarar el estado de alarma. Junto a este Real Decreto y sus sucesivas ratificaciones, se fueron dictando una serie de normas que han tenido un apartado específico referido a la materia que ocupan esta obra y a la que de forma detallada vamos a dedicar los apartados siguientes, reduciendo este primer apartado a la enumeración y mínima exposición de todas las normas dictadas y que pudieran afectar al núcleo de esta obra, para lo cual me limitaré, en este primer capítulo, a hacer una enumeración cronológica, seguida de un mínimo comentario.




    En primer lugar y como punto de partida, hemos de citar el RD 46372020, de 14 de marzo, al que ya me he referido en el apartado de introducción y que es la norma de la que van a partir todas las demás que estructuran una arquitectura de normas de carácter social, económico, laboral y procesal que pretenden paliar, en la medida de lo posible las situaciones de penuria económica, laboral o social que va a provocar la pandemia del COVID-19.




    Desde el punto de vista que ahora nos ocupa en esta obra, el segundo hito normativo lo constituye el Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19 y que en su artículo 4 se dedica a garantizar el suministro de agua y energía a consumidores vulnerables, según el cual




    “1. Durante el mes siguiente a la entrada en vigor de este real decreto-ley los suministradores de energía eléctrica, gas natural y agua no podrán suspender el suministro a aquellos consumidores en los que concurra la condición de consumidor vulnerable, vulnerable severo o en riesgo de exclusión social definidas en los artículos 3 y 4 del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los consumidores domésticos.




    2. Se prorroga de forma automática hasta el 15 de septiembre de 2020 la vigencia del bono social para aquellos beneficiarios del mismo a los que les venza con anterioridad a dicha fecha el plazo previsto en el artículo 9.2 del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre.




    3. A partir de la entrada en vigor de este real decreto-ley se suspende la vigencia de los siguientes artículos relativos a los sistemas de actualización de precios regulados: 




    a) Los artículos 3.5 y 6 de la Orden IET/389/2015, de 5 de marzo, por la que se actualiza el sistema de determinación automática de precios máximos de venta, antes de impuestos, de los gases licuados del petróleo envasados y se modifica el sistema de determinación automática de las tarifas de venta, antes de impuestos, de los gases licuados del petróleo por canalización, para los siguientes tres bimestres. Durante el periodo de suspensión estarán vigentes los precios máximos establecidos en la Resolución de 14 de enero de 2020, de la Dirección General de Política Energética y Minas, por la que se publican los nuevos precios máximos de venta, antes de impuestos, de los gases licuados del petróleo envasados, en envases de carga igual o superior a 8 kg, e inferior a 20 kg, excluidos los envases de mezcla para usos de los gases licuados del petróleo como carburante.




    b) El artículo 10, así como el apartado segundo de la disposición adicional única de la Orden ITC/1660/2009, de 22 de junio, por la que se establece la metodología de cálculo de la tarifa de último recurso de gas natural, para los siguientes dos trimestres.




    Durante el periodo de suspensión estarán vigentes los términos de la tarifa establecidos en la Resolución de 23 de diciembre de 2019, de la Dirección General de Política Energética y Minas, por la que se hace pública la tarifa de último recurso de gas natural”. 




    Resulta evidente que lo que pretende el Gobierno, en primera instancia, y el Parlamento posteriormente, es establecer un marco que garantice los suministros de los servicios esenciales para todos los ciudadanos de nuestro país, dejando constancia en este momento de esta intención y la repercusión que la misma tendrá en las materias que son objeto de esta obra, por que serán objeto de remisión también en apartados posteriores.




    Siguiendo con este repaso inicial apresurado, simplemente me limitaré a dejar constancia de la importancia que, desde un punto de vista normativo va a tener el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19, sin perjuicio de volver posteriormente al análisis pormenorizado. No solo por el espectro de situaciones que regula, sino y, sobre todo desde la materia que abordamos en esta obra, las materias a las que se refiere, van más allá de las estrictamente tocantes a los temas arrendaticios y sus efectos en la regulación de la Ley 29/1994, de arrendamientos urbanos, para adentrarse también en aspectos que, aunque dirigidos a cuestiones económicas, también van a tener reflejo en las relaciones arrendaticias, pues todas las medidas referidas a los trabajadores autónomos, no cabe duda que tendrán repercusión en los negocios de estos autónomos, situados generalmente en locales ajenos y vinculados por relaciones contractuales arrendaticias, que en algunos casos podrán verse afectadas por resoluciones prematuras de contratos o por solicitudes de moras, aplazamientos o quitas en los pagos de las rentas, para lo cual se dictó el Real Decreto-ley 15/2020, de 15 de abril, que complementó al anterior, en tanto en cuento se refería a los arrendamientos de los llamados locales de negocio, al anterior que, como veremos, va referido a las viviendas.




    No hemos de olvidar que, como se recoge en la Exposición de Motivos I del citado RD 11/2020, la justificación del propio precepto, “en segundo lugar, apoyar a todos los ciudadanos, es decir, a los trabajadores, a las familias, a los autónomos, prestando una especial atención a aquellos más vulnerables”. Sin embargo, estas consideraciones no serán objeto directo de esta obra, excepción hecha del Real Decreto-ley 15/2020 sin perjuicio de que puedan tener acomodo dentro del análisis pormenorizado de los preceptos referidos a los arrendamientos.




    Desde esta óptica de ayuda y apoyo a los más vulnerables, en la propia Exposición de Motivos, en su apartado II, sección 1ª se recoge: “En primer lugar, se adoptan medidas dirigidas al apoyo al alquiler de personas vulnerables. En España, en el 85% de los arrendamientos de vivienda el propietario es una persona física, pequeño propietario. Esta particularidad del mercado del alquiler en España hace especialmente necesario que las medidas adoptadas faciliten los acuerdos entre las partes para permitir el pago de las rentas. Se establecen por ello propuestas en este ámbito dirigidas a la necesaria protección a los colectivos más vulnerables que puedan ver sensiblemente afectada su capacidad para hacer frente al alquiler, al tiempo que se garantiza un equilibrio entre las partes que impida que la vulnerabilidad de los arrendatarios sea trasladada a los arrendadores, especialmente a aquellos para los que los ingresos generados por la renta del alquiler pueden ser esenciales. En este contexto, las medidas adoptadas en este real decreto-ley están orientadas a un triple objetivo: Primero, responder a la situación de vulnerabilidad en que incurran los arrendatarios de vivienda habitual como consecuencia de circunstancias sobrevenidas debidas a la crisis sanitaria del COVID-19, especialmente aquellos que ya hacían un elevado esfuerzo para el pago de las rentas, pero también aquellos que, sin estar previamente en esa situación, se encuentren ahora en ella circunstancialmente. Segundo, diseñar medidas de equilibrio que impidan que, al resolver la situación de los arrendatarios, se traslade la vulnerabilidad a los pequeños propietarios. Y, tercero, movilizar recursos suficientes para conseguir los objetivos perseguidos y dar respuesta a las situaciones de vulnerabilidad. Con estos objetivos, el real decreto-ley establece, entre otras medidas, la suspensión de lanzamientos para hogares vulnerables sin alternativa habitacional y la prórroga extraordinaria de los contratos de arrendamiento de vivienda habitual. Asimismo, se establecen medidas conducentes a procurar la moratoria de la deuda arrendaticia para las personas arrendatarias de vivienda habitual en situación de vulnerabilidad económica. En este sentido, también se incorpora un nuevo programa de Ayudas al Alquiler al Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo: el «Programa de ayudas para contribuir a minimizar el impacto económico y social del COVID-19 en los alquileres de vivienda habitual», y la creación, mediante acuerdo entre el Ministerio de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana y el Instituto de Crédito Oficial (ICO), de una línea de avales del Estado específica a la que podrán tener acceso todos aquellos hogares que puedan estar en situación de vulnerabilidad como consecuencia de la expansión del COVID-19 y que no comportará ningún tipo de gastos o intereses para el solicitante”.




    Se trata, se insiste en el preámbulo de la norma, de conseguir, en la medida de lo posible, paliar la situación de penuria económica que pudieran sufrir los más vulnerables económicamente y cuyo derecho constitucional a disfrutar de una vivienda digna, esté sometida a los vaivenes del mercado arrendaticio. Para ello, en el Real Decreto-ley 11/2020 se dedica el Capítulo I, integrado por 15 artículos que diseccionaremos en apartados posteriores.




    Como ya ha quedado apuntado, la siguiente norma que afectará a los contratos de arrendamiento, en este caso de los tradicionalmente llamados locales de negocio, es el Real Decreto-ley 15/2020, de 15 de abril, donde se viene a regular aquellos aspectos sociales que se habían recogido en el 11/2020, pero que habían quedado olvidados para los arrendamientos que no lo fueran de vivienda. En este sentido, el preámbulo de este Real Decreto- ley se justifica la introducción de estas medidas de carácter social en los términos siguientes: “Como consecuencia de las medidas excepcionales adoptadas por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, muchas actividades económicas se han visto obligadas a suspender su actividad o a reducir drásticamente la misma. En virtud de lo anterior, la falta de ingresos o la minoración de los mismos durante el periodo que dure el estado de alarma puede dar lugar a la incapacidad financiera de autónomos y pymes para hacer frente al cumplimiento, total o parcial, de sus obligaciones de pago de renta de locales en alquiler que pone en serio riesgo la continuidad de sus actividades. A falta de acuerdo entre las partes, la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos no prevé causa alguna de exclusión del pago de la renta por fuerza mayor o por declaración de estado de alarma u otras causas, salvo en lo referido en su artículo 26, relativo a la habitabilidad de la vivienda derivada de la ejecución de obras, que puede ser aplicable a los locales de negocio vía artículo 30 de esta Ley. Asimismo, si se acude a la regulación del Código Civil referida a la fuerza mayor, tampoco ofrece una solución idónea porque no ajusta la distribución del riesgo entre las partes, aunque puede justificar la resolución contractual en los casos más graves. Ante esta situación, procede prever una regulación específica en línea con la cláusula «rebus sic stantibus», de elaboración jurisprudencial, que permite la modulación o modificación de las obligaciones contractuales si concurren los requisitos exigidos: imprevisibilidad e inevitabilidad del riesgo derivado, excesiva onerosidad de la prestación debida y buena fe contractual. Se considera conveniente ofrecer una respuesta que permita abordar esta situación y regular un procedimiento para que las partes puedan llegar a un acuerdo para la modulación del pago de las rentas de los alquileres de locales” (Preámbulo II). Es decir, se presupone una situación económica difícil para empresarios, sobre todo para los autónomos con pequeños negocios que se suelen ejercer en locales arrendados, por lo que, ante la ausencia de negocio, también es previsible que los arrendatarios de los mismos tengan dificultades para hacer frente a los pagos, al igual que se previó para las personas físicas que tuvieran en arrendamiento su vivienda habitual y cuya previsible penuria ya se había tratado de paliar con el Real Decreto-ley 11/2020, por lo que podríamos afirmar que los dos Reales Decretos-ley son las dos caras de la misma moneda.




    En el caso de esta última norma, son cinco los artículos en los que se recogen similares situaciones y mecanismos a los previstos con anterioridad para los arrendamientos de viviendas.




    Por último, en esta exposición inicial de las normas que se han dictado como consecuencia del COVID-19, que van a afectar a los contratos de arrendamiento, aunque, en este caso, más que de una norma se trata de un convenio, si bien lo traemos a este apartado con ánimo de información para el lector, nos referimos a la Resolución de 1 de mayo de 2020, de la Secretaría de Estado de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana, por la que se publica el Convenio con el Instituto de Crédito Oficial, E.P.E., para la gestión de los avales y de la subvención de gastos e intereses por parte del Estado a arrendatarios en la «Línea de avales de arrendamiento COVID-19», en concreto en la citada resolución, en sus cláusulas 3ª, 4ª y 7ª se refiere a los supuestos de avales y subvenciones a los arrendatarios, para los supuestos recogidos en los Reales Decretos-ley 11/2020 y 15/2020, en concreto en la citada resolución se establece como que “el objeto del presente Convenio es establecer los términos de colaboración entre el MITMA y el ICO, en relación con la gestión del aval a otorgar por el MITMA, así como con la gestión y pago de la bonificación de gastos e intereses, a los préstamos formalizados por las Entidades de crédito para hacer frente al alquiler de vivienda habitual por parte de los hogares que se encuentren en situaciones de vulnerabilidad social y económica como consecuencia de la expansión del COVID-19, conforme a lo establecido en el Real Decreto-ley 11/2020 y la Orden TMA/378/2020, de 30 de abril, del MITMA. Es objeto también de este Convenio establecer el compromiso financiero por MITMA para atender al gasto derivado de las comisiones a abonar al ICO por la administración y gestión de la línea de avales aprobada en el artículo 9 del RDL 11/2020 y la disposición adicional tercera del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas urgentes complementarias para apoyar a la economía y al empleo que recibirá el ICO”.




    Con ello se cierra el círculo normativo relativo a la incidencia que la pandemia del Covod-19 está produciendo en la normativa arrendaticia.




    Una vez expuesta la normativa, vamos a analizar en los apartados siguientes todos los preceptos que, de forma temporal van a modificar las condiciones de los contratos de arrendamiento, sobre todo en lo referentes a la renta y a su pago.




    2. Medidas dirigidas a familias y colectivos vulnerables dirigidas a los arrendamientos urbanos. 




    Permítaseme, antes de entrar a analizar de forma pormenorizada los diferentes preceptos, presentar de forma esquemática el sistema de ayuda, condonaciones y retrasos en el pago de las rentas. En efecto, como vamos a ver a continuación, lo que se introduce bajo una apariencia de ayudas sociales, lo que en realidad es una propuesta de buena fe, probablemente el Gobierno tampoco pueda ir más lejos, de forma que ante una propuesta que tiene que partir siempre del arrendatario, el arrendador puede aceptarla o rechazarla y en caso de que la rechace el arrendador deberá asumir una reclamación judicial que no podrá instar hasta pasados varios meses desde el levantamiento del estado de alarma, con el único matiz de que para que el arrendatario pueda hacer una propuesta de reducción o retraso en el pago, deberán concurrir en su persona alguna de las situaciones recogidas expresamente en el Real Decreto-ley 11/2020.




    Al estudio y exposición de esas diferentes situaciones vamos a dedicar los apartados siguientes, para lo cual seguiremos la misma sistemática que se recoge en el Decreto-ley.




    2.1. Suspensión de los procedimientos de desahucio.




    En una sistemática no muy ortodoxa lo primero que se regula en el Real Decreto-ley 11/2020, es la resolución de los conflictos, antes que las normas que pueden evitarlo. A pesar de todo ello, como ye he anunciado y con el fin de favorecer el análisis del lector, lo primero que se regula en el precepto es precisamente la suspensión de los procedimientos de desahucio y de los lanzamientos para hogares vulnerables, en tal sentido, en el artículo 1 del precepto se establece:




    1. Una vez levantada la suspensión de todos términos y plazos procesales por la finalización del estado de alarma, en la tramitación del procedimiento de desahucio regulado en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, derivado de contratos de arrendamiento de vivienda sujetos a la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, en los que la persona arrendataria acredite ante el Juzgado encontrarse en una situación de vulnerabilidad social o económica sobrevenida como consecuencia de los efectos de la expansión del COVID-19, que le imposibilite encontrar una alternativa habitacional para sí y para las personas con las que conviva, esta circunstancia será comunicada por el Letrado de la Administración de Justicia a los servicios sociales competentes y se iniciará una suspensión extraordinaria del acto de lanzamiento. Si no estuviese señalado, por no haber transcurrido el plazo de diez días a que se refiere el artículo 440.3 o por no haberse celebrado la vista, se suspenderá dicho plazo o la celebración de la vista hasta que se adopten las medidas que los servicios sociales competentes estimen oportunas, por un periodo máximo de seis meses desde la entrada en vigor de este real decreto-ley.




    2. Para que opere la suspensión a que se refiere el apartado anterior, la persona arrendataria deberá acreditar que se encuentra en alguna de las situaciones de vulnerabilidad económica a que se refiere el artículo 5 del presente real decreto-ley, acompañando su escrito de los documentos a que se refiere el artículo 6. Si el Letrado de la Administración de Justicia entendiera que concurre la situación de vulnerabilidad económica alegada, decretará la suspensión con carácter retroactivo a la fecha en que aquella se produjo por el tiempo estrictamente necesario, atendido el informe de los servicios sociales. El decreto que fije la suspensión señalará expresamente que, transcurrido el plazo fijado, se reanudará el cómputo de los días a que se refiere el artículo 440.3 o señalará fecha para la vista.




    3. A los efectos previstos en el artículo 150.4 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, se entenderá que concurre el consentimiento de la persona arrendataria por la mera presentación de la solicitud de suspensión.




    4. En caso de que el establecimiento de la suspensión extraordinaria a que se refiere el apartado 1 de este artículo afecte a arrendadores que acrediten ante el Juzgado encontrarse igualmente en situación de vulnerabilidad social o económica sobrevenida como consecuencia de los efectos de la expansión del COVID-19, presentando el escrito y los documentos a los que dicho apartado se refiere, el Letrado de la Administración de Justicia deberá comunicarlo a los servicios sociales competentes para su consideración en el establecimiento del plazo de suspensión extraordinaria y en la definición de las medidas de protección social a adoptar.




    5. Se entenderá que concurre el consentimiento del arrendador para hacer la comunicación prevenida en el apartado anterior por la mera presentación del escrito alegando la situación de vulnerabilidad económica sobrevenida.




    2.1.1. El concepto de desahucio.




    Se utiliza en este precepto la palabra desahucio como sinónimo de desalojo, lo cual resulta altamente erróneo y peligroso y lo es porque esta acción se utiliza para todas aquellas reclamaciones judiciales que terminen con un desalojo del inquilino, ya lo sea como consecuencia de un proceso judicial hipotecario o arrendaticio.




    Por ese motivo, considero fundamental concretar el concepto, aunque solo sea a efectos puramente jurídicos.




    En tal sentido, permítame el lector hace un mínimo de historia sobre la propia expresión, tan generalizada y tan indebidamente utilizada y que a fuerza de utilizarla ha quedado como denominación específica y como sinónimo de desalojo. En efecto, bajo la rúbrica de «Del juicio de desahucio», en el Título XVII del Libro II de la vieja Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 se dedicaba a regular un tipo de procedimiento declarativo especial. En concreto era en la Sección Primera de los citados Título y Libro, donde se contenían las disposiciones generales y, dentro de éstas, en el art. 1.561 se disponía que «el conocimiento de las demandas de desahucio corresponde exclusivamente a la jurisdicción ordinaria. 




    Esta competencia alcanza a ejecutar la sentencia que recayere, sin necesidad de pedir ninguna clase de auxilio». 




    Sin embargo, la palabra desahucio deriva del vocablo latino “desafiducio”, cuya significación etimológicamente es pérdida de confianza, el legislador de 1881 mantenía así la tradición, manteniendo la denominación del procedimiento cuyo objeto principal era el de resolver el contrato arrendamiento y devolver la posesión de la finca arrendada a su propietario.




    En este sentido, del significado etimológico del término, el juicio de desahucio se utilizaba como manifestación de la pérdida de confianza del dueño o patrón respecto de los colonos o precaristas, proceso judicial que culminaba con el desalojo de la finca. Sin embargo, el procedimiento de desahucio no tenía como objeto principal el desalojo, sino la resolución del contrato o la declaración de esta circunstancia cuando el contrato ya estuviera vencido, lo que, por derivación, terminaba en el desalojo de la finca por parte del arrendatario, esta situación provocó que se confundiera el objeto de la pretensión con los efectos de la misma, de forma que ya viene siendo una costumbre inveterada confundir que la pretensión que se ejercita en el procedimiento de desahucio es el desalojo, cuando se trata de una resolución del contrato, tras la cual, al no existir ya ninguna relación contractual, se produce el desalojo, siendo éste la consecuencia lógica de la falta de relación arrendaticia.




    Es decir, el objeto de la pretensión que se ejercita en la demanda es la declaración judicial de la ruptura de la relación contractual y, una vez declarado roto el contrato, se interesa la puesta en posesión de la finca arrendada a su propietario o a quien jurídicamente fuera el legítimo poseedor por cualquier otro título que no fuera el derivado de un contrato de arrendamiento, por ejemplo, un usufructuario.




    Así se define el juicio de desahucio en el análisis que sobre el art. 1.569 CC se hace en nuestra obra «Los otros arrendamientos»1, dedicado al estudio de los arrendamientos sometidos al Código Civil. En efecto el citado procedimiento era el legalmente establecido para conseguir la desposesión del arrendatario de la finca arrendada, pero siempre que, previamente, se hubiera dado por finalizado el contrato de arrendamiento. El objeto de la pretensión que el arrendador ejercitaba en la demanda de desahucio era conseguir la resolución del contrato de arrendamiento y, de forma subsidiaria y solo después de haber alcanzado la resolución, el desalojo de la finca.




    Con la nueva Ley de Enjuiciamiento Civil tampoco se solventó este problema, pues en su texto se sigue utilizando como sinónimos el procedimiento y el efecto y, por lo tanto, confundiendo procedimiento de resolución de contrato con el de desalojo.




    No obstante, este carácter derivado de la pretensión ejercitada se apreciaba especialmente en el ejercicio de la mal llamada consignación como requisito para la rehabilitación, hoy suprimido en la vigente Ley de Arrendamientos Urbanos, pues cuando el arrendatario efectuaba el pago de las rentas buscando esta figura rehabilitante, en el TR del 64 no se refería al desahucio, sino al contrato, de forma que al rehabilitarse el contrato, se continuaba con la pervivencia del contrato, sin llegar a alcanzar el trámite del desalojo. Es decir, lo que se rehabilitaba después de la sentencia firme era el contrato, no el desalojo, que no se había producido, pues, en caso de haberse producido, el mismo sería irreversible.




    Esta equívoca terminología sirvió en su día de excusa para la presentación de recursos contra algunas sentencias, amparados en una hipotética incongruencia pues, al utilizar el término «desahucio» en su parte dispositiva, daban al arrendatario recurrente argumento para solicitar que las sentencias revisoras deberían establecer que la sentencia impugnada únicamente debía entrar en la declaración expresa de la resolución del contrato, sin hacer mención al posible desahucio, que sería procedente si el arrendatario no utilizaba los medios legalmente establecidos para impedirlo o lo desalojara voluntariamente, lo que en la aplicación del TR del 64, en contra de la legislación vigente, sí cabía.




    A pesar de todo, los recursos, como no podía ser de otra manera, no prosperaron ya que la propia Ley de Enjuiciamiento Civil de 1881 utilizaba la terminología equivocada, como lo sigue haciendo la vigente. A este respecto, la STS de 6 feb. 1976 consideró que cuando el demandante en su papeleta de demanda solicitase en el suplico que se dictase sentencia dando lugar al desahucio, había de entenderse implícitamente que estaba solicitando la resolución del contrato de arrendamiento y, posteriormente, se llevase a cabo el desalojo en caso de necesidad.




    Así, el procedimiento para dilucidar las reclamaciones para la resolución del contrato al amparo de la falta de pago de las rentas o del vencimiento del plazo contractual sigue siendo conocido bajo la denominación de juicio de desahucio, mal disimulado en el art. 250.1.1.º de la LEC, pues a pesar de que se ubica bajo la rúbrica de juicio verbal con la especialización de las distintas figuras propias de los arrendamientos, lo cierto es que son muchos los preceptos de esta ley en los que se sigue utilizando esta tradicional denominación.




    Dos son las características que destacaban del procedimiento de desahucio, la primera de las cuales, la especialidad, queda suprimida en la vigente Ley de Enjuiciamiento Civil, al menos en apariencia, manteniéndose la segunda, la sumariedad.




    Se consideraba especial en contraposición a los procesos declarativos ordinarios, pues, como ya hemos visto, la ley procesal de 1881 regulaba un procedimiento específico para estos temas arrendaticios, mientras que la vigente proclama la supresión de la multitud de procedimientos especiales que se regulaban en la anterior, en la práctica, el juicio verbal para obtener la posesión de la finca urbana por falta de pago de las rentas o por vencimiento del plazo contractual sigue siendo un procedimiento especial, a pesar de la afirmación contraria que se recoge en la Exposición de Motivos de la ley, según la cual estaríamos ante un juicio verbal con especialidades. Sin embargo, yo soy de la opinión de que estamos ante un procedimiento especial, al amparo de los requisitos específicos para este juicio, sobre todo en lo referido a la consignación previa a la interposición de un recurso devolutivo.




    Se consideraba juicio sumario porque la brevedad de su tramitación limitaba los medios de ataque y defensa de que pueden servirse las partes, limitaba las facultades cognoscitivas del Juez y no producía efectos de cosa juzgada material y estas limitaciones al principio de igualdad y al de libertad de medios de ataque y defensa siguen manteniéndose en la regulación vigente.




    A estos conceptos volveremos con más extensión.




    Por otra parte, ante la supresión del resto de los procedimientos declarativos arrendaticios, las restantes reclamaciones arrendaticias, incluso las resoluciones del contrato por cualquier otra causa no prevista en el art. 250.1.1.º de la LEC, deberán ser encauzadas a través del procedimiento declarativo ordinario, según se establece en el art. 249.1.6.º del mismo texto legal.




    Según se preceptúa en el art. 61 de la LEC, el órgano jurisdiccional que tenga competencia para conocer de las reclamaciones en primera instancia, también la tendrá para su ejecución, así como para ejecutar los posibles acuerdos de las partes que los propios Juzgados hubieran aprobado.




    De lo expuesto se desprende que cuando en el precepto ahora analizado se utiliza la palabra desahucio, se está refiriendo acertadamente a todas las reclamaciones iniciadas para obtener la resolución del contrato de arrendamiento, sin perjuicio de que ello pueda conllevar también la suspensión de la puesta a disposición del arrendador, por no haberse tramitado con anterioridad la resolución del contrato, no solo porque se refiere a la suspensión del procedimiento, sino porque, cuando quiere referirse a la acción de desalojo, utiliza la expresión lanzamiento, de manera que, según lo establecido en el precepto ahora analizado, se suspenderán tanto los juicios de desahucio como los lanzamientos que estuvieran señalados como efecto de la estimación de la acción de desahucio.




    2.1.2. Dies a quo.




    ¿Cuándo se producirá esta suspensión? Quizás sería más exacto decir ¿desde qué momento se aplicará este precepto? En este sentido hemos de partir de la base que tras la promulgación del Real Decreto-ley 463/2020, de 14 de marzo, sobre la declaración del estado de alarma, todos los términos y plazos procesales quedaron suspendidos, según se establece en su Disposición Adicional segunda, según la cual “se suspenden términos y se suspenden e interrumpen los plazos previstos en las leyes procesales para todos los órdenes jurisdiccionales. El cómputo de los plazos se reanudará en el momento en que pierda vigencia el presente real decreto o, en su caso, las prórrogas del mismo”. De manera que en el precepto que ahora analizamos, Real Decreto-ley 11/2020, se establece un inicio de cómputo de futuro que no podrá superar los seis meses desde entrada en vigor de este Real Decreto-ley, es decir desde el 2 de abril de 2020, lo que nos sitúa en una previsión hasta el 2 de octubre de 2020.




    A pesar de que esta parece ser la intención del legislador, una redacción enrevesada hace difícil la interpretación, pues a pesar de que se contemplan dos situaciones procesales diferentes, únicamente se recoge un plazo, de seis meses, que, al estar separadas en la redacción por un punto, pudiera interpretarse que este plazo pudiera referirse únicamente a aquellas reclamaciones que no hubieran concluido en su tramitación de desahucio.




    En efecto, dos son las situaciones que se regulan en el precepto y que se fijan en este orden: procedimiento de lanzamiento y plazo de diez días del juicio de desahucio.




    Aparentemente, en el precepto se establece que “se iniciará una suspensión extraordinaria del acto de lanzamiento”, pero no parece poner fecha final a este inicio de suspensión, pues, como ya he dejado expuesto, el plazo de suspensión de seis meses parece referirse únicamente a la tramitación del juicio de desahucio al que se refiere en el punto posterior. No obstante, considero que, ante la falta de una regulación clara, la interpretación siempre será la más favorable al arrendatario, de manera que considero que se producirá una suspensión del señalamiento del lanzamiento hasta que los servicios sociales den respuesta a la necesidad habitacional del arrendatario y, en ningún caso, más allá de seis meses.




    La segunda situación de suspensión que se regula es la del juicio de desahucio iniciado o que se inicie con posterioridad al levantamiento de la suspensión de los términos y plazos procesales, en este caso el precepto sí goza de la claridad de la que carece el supuesto anterior y, cuando así lo solicite el demandado, el Letrado de la Administración de Justicia acordará la suspensión de la tramitación del procedimiento judicial “hasta que se adopten las medidas que los servicios sociales competentes estimen oportunas”, pero, en este caso sí se fija con claridad un plazo, pues el precepto establece que la suspensión lo será “por un periodo máximo de seis meses desde la entrada en vigor de este real decreto-ley”. Es decir, en estos casos la suspensión no podrá superar el 2 de octubre según el cómputo fijado en el Real Decreto-ley.




    Esta previsión normativa habrá que conjugarla con la que se recoge en el art. 441. 5 de la LEC, según la cual “en los casos del número 1º del artículo 250.1, se informará al demandando de la posibilidad de que acuda a los servicios sociales, y en su caso, de la posibilidad de autorizar la cesión de sus datos a estos, a efectos de que puedan apreciar la posible situación de vulnerabilidad. A los mismos efectos, se comunicará, de oficio por el Juzgado, la existencia del procedimiento a los servicios sociales. En caso de que los servicios sociales confirmasen que el hogar afectado se encuentra en situación de vulnerabilidad social y/o económica, se notificará al órgano judicial inmediatamente. Recibida dicha comunicación, el Letrado de la Administración de Justicia suspenderá el proceso hasta que se adopten las medidas que los servicios sociales estimen oportunas, durante un plazo máximo de suspensión de un mes a contar desde la recepción de la comunicación de los servicios sociales al órgano judicial, o de tres meses si el demandante es una persona jurídica. Una vez adoptadas las medidas o transcurrido el plazo se alzará la suspensión y continuará el procedimiento por sus trámites. En estos supuestos, la cédula de emplazamiento al demandado habrá de contener datos de identificación de los servicios sociales a los que puede acudir el ciudadano”. Es decir, mientras que en el precepto recogido en el Real Decreto-ley 11/2020, se establece un plazo máximo ya determinado como hemos visto, que finalizará el 2 de octubre de 2020, en el caso de la regulación general, la prevista en la Ley de Enjuiciamiento Civil, el plazo es diferente por cuanto se inicia en un momento posterior, que se inicia una vez se dé traslado de la demanda por parte del Letrado de la Administración de Justicia, pudiéndose prolongar este plazo hasta un máximo de un mes desde el traslado conferido por parte de éste. ¿Qué ocurre cuando se superpongan los dos plazos? (supuestos en los que la demanda se presente a finales del mes de septiembre). En estos supuestos, se aplicaría el plazo más beneficioso para el arrendatario que se encuentre “en condiciones en los que la persona arrendataria acredite ante el Juzgado encontrarse en una situación de vulnerabilidad social o económica sobrevenida” pero para el segundo caso no sería de aplicación los supuestos exigidos para acreditar la situación de penuria “como consecuencia de los efectos de la expansión del COVID-19, que le imposibilite encontrar una alternativa habitacional”, pues los requisitos establecidos en el Real Decreto-ley 11/2020, son únicamente aplicables para las situaciones que se susciten desde el 2 de abril al 2 de octubre, sin perjuicio de que los servicios sociales utilicen para su evaluación los criterios que se fijan en el art. 5 de este Real Decreto, aunque hubiera finalizado ya el plazo por tratarse de circunstancias objetivadoras válidas.




    2.1.3. Que el arrendatario lo solicite.




    Podríamos empezar este apartado por decir que la situación que se regula en este momento es ya una situación procesal, de forma que más que arrendatario, deberíamos hablar de demandado, aunque éste ostente la condición de arrendatario en el contrato de arrendamiento.




    La segunda consideración a tener en cuenta es que en el precepto no se determina que deba existir una petición de suspensión, sino que se fija que el arrendatario deberá acreditar, hemos de entender que, en primer lugar, deberá hacer una solicitud fundada en derecho y, a la misma, en segundo lugar, deberá acompañar los justificantes que acrediten la condición de vulnerabilidad y la causa de la misma, en los términos recogidos en el precepto.




    Con independencia de la denominación y a pesar de que no se recoge con nitidez, de la propia redacción del precepto, parece desprenderse que, para que haya una suspensión de la ejecución (el lanzamiento), es imprescindible que por parte del demandado (arrendatario) se presente ante el Juzgado una solicitud de suspensión amparada en los criterios a los que después me referiré. Pero lo que queda meridianamente claro es que, en este momento, como ya dejamos apuntado, ya no es una petición a la parte demandante (arrendador), ni éste puede decidir, pues la previsión legal va referida a una situación procesal, actividad de una de las partes dentro del proceso. Sin embargo, en contra de lo que suele ocurrir en cualquier proceso, el precepto no deja pie a la duda, ni se debe ni es necesario dar traslado de la petición a la parte contraria, el arrendador, sino que, una vez presentada la petición, el Letrado de la Administración de Justicia, si la misma viene acompañada de la documentación exigida en el precepto, deberá automáticamente suspender la tramitación del juicio, la ejecución o lo que es lo mismo el señalamiento del lanzamiento, y dar traslado a los servicios sociales correspondientes.




    2.1.4. Que el arrendatario lo acredite ante el Juzgado.




    Otra de las cuestiones que deberemos tener en cuenta en este apartado de la suspensión es que la misma estará condicionada a que el arrendatario, se entiende que también demandado, “acredite ante el Juzgado encontrarse en una situación de vulnerabilidad social o económica sobrevenida como consecuencia de los efectos de la expansión del COVID-19”, según la expresión literal que se recoge en el precepto, de forma que para, que pueda producirse la suspensión del trámite y el traslado de la petición a los servicios sociales, resulta imprescindible que el solicitante acredite que en esos momentos se encuentra en una situación de vulnerabilidad social o económica, es decir, que pudiera haber estado en una buena situación hasta ese momento, pero que hubiera venido a peor fortuna, de manera que, aunque quisiera y jurídicamente fuera irreversible, no puede hacer frente al pago de las rentas de otro alquiler. Es decir, en este caso, estamos ante una situación de penuria tal que no le permite al demandado, ya condenado al desalojo, poder trasladarse a otra vivienda, sea de alquiler o cuyo uso dependa de cualquier otra figura jurídica, que, en definitiva “le imposibilite encontrar una alternativa habitacional ”. Así se establece en el precepto.




    En este precepto que ahora analizamos no se fijan pautas para determinar es estado social o económico de vulnerabilidad sobrevenida, pero a este requisito habrá que añadir otro importantísimo, pues no hemos de olvidar que estamos ante una regulación extraordinaria y excepcional, por lo que también la causa debe ser excepcional, por ese motivo, en este caso la situación de penuria o vulnerabilidad debe haber sido “sobrevenida como consecuencia de los efectos de la expansión del COVID-19”. Es decir, la situación deberá ir referida al momento en que se haga la solicitud, pero también que la causa la constituya la pandemia del COVID-19, de forma que el demandado se encuentre en situación de vulnerabilidad y que la misma sea consecuencia directa de la citada pandemia, bien por razones económicas o sociales. En caso contrario, deberá denegársele la suspensión interesada, sin que, en el caso de ejecución de sentencia, como es el supuesto que ahora analizamos, el demandado (arrendatario) pudiera encontrarse en una situación de vulnerabilidad pero, si la misma no tuviera una relación directa causa/efecto con el COVID-19, no podrá ni suspenderse la tramitación ni acudirse a los servicios sociales para que acrediten esa situación, pues, como ya ha quedado expuesto, estamos ante una regulación excepcional, únicamente aplicable para los supuestos excepcionales que provoque la pandemia.




    2.1.5. Pautas para acreditar el estado de vulnerabilidad social o económica.




    En contra de lo que ocurre para los supuestos extrajudiciales, en los que será el arrendatario quien acuda al arrendador para solicitar una quita o espera en el abono de las rentas, donde, como veremos posteriormente, la norma sí establece unos criterios objetivos para determinar si concurre o no la situación de vulnerabilidad, en los supuestos en los que ya exista un juicio y se pretenda y concurra una petición de retraso en la ejecución, no se establecen en este primer apartado pautas que determinen de manera objetiva si concurre o no una situación de vulnerabilidad, es más, en el precepto no se define qué es la vulnerabilidad, simplemente se habla de situación de vulnerabilidad, por lo que, sin perjuicio de la remisión que en el punto 2 del art. 1 del Real Decreto-ley se hace a los criterios establecidos en el art. 5 del mismo texto legal, tendremos que acudir a la analogía, en este sentido, la primera vez que se habla en términos similares en materia arrendaticia es en el art. 440. 5 de la LEC, que se introduce mediante el Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de marzo, que modifica la Ley de Arrendamientos Urbanos y normas procesales referidas a esta materia por lo que acudiremos a una interpretación analógica para determinar en qué situación ha de encontrarse una persona para considerarse en situación vulnerable.




    Antes de entrar en esa interpretación, permítame el lector que, en contra de lo que ocurre en el caso de los arrendamientos urbanos en situación normal, es decir, a los que no se les pueda aplicar la regulación excepcional, donde el contenido del art. 441. 5 va referida a la intervención de los servicios sociales y no a la suspensión del juicio, de forma que la suspensión solo se producirá antes de que por el Letrado de la Administración de Justicia haya dictado el correspondiente decreto, regulado en el art. 440 del mismo cuerpo legal o de la sentencia, pero en ningún caso en la ejecución de los mismos, pues la ejecución queda sujeta a lo dispuesto en el art. 703 y ss. de la citada norma procesal. No es el caso que ahora analizamos, donde la suspensión, como estamos viendo, sí se puede solicitar incluso cuando esté señalada la fecha del lanzamiento.




    De vuelta al concepto de vulnerabilidad, ante la falta de una definición sobre qué ha de entenderse por situación de vulnerabilidad que se utiliza tanto en la Ley de Enjuiciamiento Civil como en el Real Decreto-ley 11/2020, habremos de acudir a la aplicación analógica de diferentes preceptos dispersos en diferentes legislaciones autonómicas y en tratados de diversas academias y universidades. En este sentido resulta tremendamente exhaustivo el trabajo publicado por Martínez de Santos2 sobre el carácter de vulnerabilidad.




    En este sentido, Real Decreto-ley 27/2012 es quizás el primer texto normativo que introduce el requisito de la especial vulnerabilidad para instar la suspensión del lanzamiento en la ejecución hipotecaria, de la misma manera en la Ley 1/2013, de 14 de mayo, sobre medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de la deuda y alquiler social, se relacionan todos los supuestos de la vulnerabilidad con una familia y, otro concepto al que volveremos, en su art. 1. 4b) se define el concepto unidad familiar. Siguiendo esta citación cronológica, la siguiente norma en promulgarse fue la Ley 25/2015, de 28 de julio, sobre mecanismo de segunda oportunidad, reducción de la carga financiera y oras medidas de orden social, que se vio complementada por el Real Decreto-ley 5/2017, de 17 de marzo, por el que se modifica el Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios sin recursos, y la Ley 1/2013, de 14 de mayo, de medidas para reforzar la protección a los deudores hipotecarios, reestructuración de deuda y alquiler social. En concreto en el art. 1 de esta última disposición legal se determina que “se entiende que se encuentran en una circunstancia familiar de especial vulnerabilidad:




    1.º La familia numerosa, de conformidad con la legislación vigente.




    2.º La unidad familiar monoparental con hijos a cargo.




    3.º La unidad familiar de la que forme parte un menor de edad.




    4.º La unidad familiar en la que alguno de sus miembros tenga declarada discapacidad superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que le incapacite acreditadamente de forma permanente, para realizar una actividad laboral.




    5.º La unidad familiar con la que convivan, en la misma vivienda, una o más personas que estén unidas con el titular de la hipoteca o su cónyuge por vínculo de parentesco hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad, y que se encuentren en situación personal de discapacidad, dependencia, enfermedad grave que les incapacite acreditadamente de forma temporal o permanente para realizar una actividad laboral.




    6.º La unidad familiar en que exista una víctima de violencia de género.




    7.º El deudor mayor de 60 años, aunque no reúna los requisitos para ser considerado unidad familiar según lo previsto en la letra a) de este número”.




    Desde un punto de vista doctrinal un estudio realizado por la Universidad de Valencia, de junio de 2018, se dice que el concepto de vulnerabilidad ha adquirido especial relevancia en las ciencias sociales en los últimos años, siendo muy utilizado en geografía, con referencia a las probabilidades de ser afectado negativamente por un fenómeno geográfico o climatológico, y también por la economía en relación a la reacción macroeconómica ante shocks externos. Ahora bien, la noción de vulnerabilidad ha superado ampliamente esta delimitación inicial y se ha empleado como un componente de creciente importancia dentro del complejo de desventajas sociales y demográficas y, considerado como el rasgo negativo más relevante del modelo de desarrollo basado en la liberalización económica y la apertura comercial.




    Dentro de este mismo apartado cabe citar el contenido de una proposición de ley, presentado por el Grupo Parlamentario de Unidos Podemos, denominado “Proposición de Ley de emergencia habitacional en familias vulnerables en el ámbito habitacional y de la pobreza energética”, que fue registrada en el Congreso el 30 de enero de 2018. Esta proposición decayó con la legislatura, aun así, dentro de lo que puede considerarse trabajo doctrinal, resultan interesantes algunas apreciaciones que allí se recogían, en concreto el documento recogía una definición de hogar vulnerable, según la cual sería la vivienda donde moren personas o familias que se encuentren en exclusión residencial independientemente de tener título legal habilitante.




    Asimismo, en esta proposición se recoge otra definición, en este caso referido a “exclusión residencia” como aquella situación en la que las personas o familias tengan ingresos netos inferiores a 2’5 veces el IPREM cuando se trate de personas que vivan solas o ingresos netos inferiores a 3 veces el IPREM cuando se trate de unidades de convivencia, o ingresos inferiores a 3’5 veces el IPREM cuando se trate de personas con discapacidad o gran dependencia.
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